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Resumen Ejecutivo 

 

La siguiente nota técnica presenta tres temáticas desarrolladas por el subgrupo de trabajo sobre 
beneficios tributarios en el marco de la agenda de trabajo de los años 2025 – 2026 de la Plataforma 
Regional de Cooperación Tributaria para América Latina y el Caribe (PTLAC). 

El informe contempla las principales ideas desarrolladas durante los webinarios realizados durante 
el período, así como la revisión de bibliografía y experiencia comparada. Las tres temáticas son las 
siguientes: 

• Gastos tributarios relacionados con la sostenibilidad ambiental: Clasificación, evaluación y 
desafíos. 

• Estrategias para mejorar la transparencia en la gestión de beneficios tributarios: El caso del 
Brasil. 

• Incentivos tributarios y el impuesto mínimo global: Consideraciones para los países de la 
región. 

Respecto de la primera temática, se analiza el papel de los gastos tributarios relacionados con la 
sostenibilidad ambiental como instrumento de política fiscal para apoyar la transición hacia 
economías más sostenibles en América Latina y el Caribe, en un contexto marcado por el aumento 
de los riesgos económicos, sociales y fiscales asociados al cambio climático. El análisis a partir de 
una metodología de identificación y clasificación de estas renuncias tributarias y de experiencias 
internacionales revela avances relevantes, pero también desafíos persistentes. El documento 
subraya que el principal desafío para maximizar el aporte de estos gastos tributarios radica en su 
gobernanza. Se destaca la importancia de integrarlos plenamente en el ciclo de las políticas públicas, 
mediante marcos institucionales claros que contemplen: objetivos explícitos, evaluaciones ex ante y 
ex post, mecanismos de monitoreo, cláusulas de caducidad, transparencia en costos y beneficiarios, 
y una participación del Parlamento. Asimismo, el fortalecimiento de capacidades técnicas y de 
sistemas de información, resulta clave para avanzar hacia el uso eficiente, transparente y alineado 
de los gastos tributarios con los objetivos climáticos y de desarrollo sostenible. De este modo, la 
evaluación de estos instrumentos, así como el desarrollo de evidencia de los países y comparada 
sobre su funcionamiento, son un componente fundamental para su éxito. 

En cuanto a la transparencia en la gestión de los gastos tributarios -que se aborda en la segunda parte 
de la nota técnica-, ésta se ha consolidado como un eje crítico de la política fiscal en América Latina 
y el Caribe, debido al elevado volumen de recursos públicos comprometidos y a los riesgos asociados 
a su baja transparencia, limitada evaluación y débil control. En este contexto, Brasil ha implementado 
en los últimos años un conjunto de reformas institucionales y herramientas innovadoras que 
fortalecen de manera significativa la gobernanza de los gastos tributarios. Uno de los pilares centrales 
de esta estrategia es la Declaración de Incentivos, Renuncias, Beneficios e Inmunidades de Carácter 
Fiscal (DIRBI), un mecanismo obligatorio que exige a las personas jurídicas reportar mensualmente 
los beneficios fiscales utilizados. Esta herramienta permite disponer de información detallada, 
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oportuna y consolidada sobre el uso efectivo tratamientos tributarios preferenciales. 
Complementariamente, el Comité para el Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (CMAP) ha 
fortalecido la evaluación ex post de los beneficios tributarios mediante análisis técnicos 
sistemáticos, priorizando aquellos de mayor criticidad, materialidad y relevancia estratégica; en su 
evaluación a beneficios tributarios ha identificado debilidades recurrentes en objetivos, focalización, 
monitoreo y transparencia, lo que ha contribuido a mejorar la calidad del debate fiscal y la rendición 
de cuentas. Finalmente, la Ley Complementaria N.º 224/2025, establece un marco de gobernanza 
que consolida este enfoque al establecer límites temporales, metas de desempeño cuantificables, 
evaluaciones obligatorias y criterios estrictos para la prórroga de los beneficios tributarios, 
institucionalizando una gobernanza basada en evidencia y resultados. En conjunto, la experiencia de 
Brasil demuestra que avanzar hacia esquemas de transparencia activa, evaluación sistemática y uso 
intensivo de datos fortalece la disciplina fiscal, mejora la eficiencia del gasto tributario y refuerza la 
confianza ciudadana, constituyéndose en una referencia valiosa para los países de la región. 

La nota técnica concluye con un análisis que entrega consideraciones para los países de la región 
acerca de los incentivos tributarios y sus potenciales interacciones con la propuesta de un impuesto 
mínimo global (Pilar 2 del Proyecto BEPS). De utilización difundida a lo largo de la región para atraer 
capitales de inversión extranjera, se advierte que muchos de estos incentivos, en particular los 
basados en beneficios como exenciones, vacaciones fiscales y zonas francas, podrían perder 
efectividad o ser neutralizados por las reglas GloBE, ya que reducen la tasa efectiva de imposición 
por debajo del umbral mínimo global. Además, aborda aspectos como los límites de la efectividad de 
los incentivos tributarios es, en general, y su alta dependencia de factores estructurales como la 
estabilidad institucional, la seguridad jurídica y la infraestructura. En este nuevo contexto, los 
incentivos basados en costos y los créditos fiscales reembolsables aparecen como alternativas más 
compatibles con el Pilar Dos, al no reducir la tasa efectiva del impuesto de manera permanente. 
Finalmente, se observa que el impuesto mínimo global representa una oportunidad para reformular 
las políticas de atracción de inversiones, priorizando incentivos alineados con el empleo, innovación 
e inversión productiva, y fortaleciendo los mecanismos de evaluación, transparencia y rendición de 
cuentas. Para los países de la región, el desafío consiste en adaptar sus sistemas tributarios de 
manera estratégica, resguardando la soberanía fiscal y mejorando la eficiencia y la equidad del 
sistema tributario. 

Este trabajo ha sido elaborado por la Unidad de Asuntos Fiscales de la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), en su calidad de Secretaría Técnica de la PTLAC y como 
coordinadora del subgrupo de trabajo sobre beneficios tributarios. 
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I. Gastos tributarios relacionados con la 
sostenibilidad ambiental: Clasificación, 
evaluación y desafíos1 

 

Introducción 

Todos los países enfrentan, en mayor o menor medida, el desafío de avanzar hacia economías más 
sostenibles desde una perspectiva ambiental, ante el creciente riesgo que el cambio climático 
representa para la estabilidad económica, la salud pública, el bienestar social y el crecimiento 
sostenible a largo plazo. Frente a estos desafíos, transitar hacia economías bajas en emisiones de 
carbono y más eficientes en el uso de sus recursos va más allá de objetivos ambientales. Este 
proceso requiere de cambios fundamentales en los sistemas de producción, energía e 
infraestructura, y el consumo. 

En este contexto, la fijación de precios al carbono (que incluye los impuestos al carbono) ha sido una 
herramienta efectiva para facilitar la transición hacia una economía baja en carbono y avanzar en los 
objetivos climáticos, reconociéndose ampliamente como una piedra angular para enfrentar el 
cambio climático y promover procesos de producción ambientalmente sostenibles. Sin embargo, 
esta estrategia también tiene ciertas limitaciones que requieren ser consideradas (Coady et al., 
2019). 

Es por esto por lo que los gobiernos tienen el desafío de diseñar políticas que aseguren una transición 
justa y eficiente, equilibrando los objetivos ambientales con la innovación industrial y la equidad 
social. Para cumplir estos objetivos, algunos países han adoptado paquetes integrados que 
combinan varios instrumentos de política (Lenain, 2025). Algunos ejemplos son el IRA en los Estados 
Unidos, el paquete Fit-for-55 de la Unión Europea y la estrategia Net Zero del Reino Unido. Dentro de 
estos paquetes se incluyen medidas de políticas tributarias tales como subsidios directos, inversión 
y compras públicas, y reformas regulatorias, que se implementan junto a la fijación de precios al 
carbono. Entre los instrumentos de política fiscal también se encuentran los gastos tributarios, que 
corresponden a renuncias que el fisco deja de percibir como consecuencia de tratamientos 
tributarios diferenciales (CEPAL y OXFAM, 2019).  

Los gastos tributarios orientados en la sostenibilidad ambiental están dirigidos a mitigar los efectos 
del cambio climático, contribuir a la reducción de emisiones, así como el logro de otros objetivos 
ambientales. Este tipo de gastos tributarios, que aquí se denominarán gastos tributarios ambientales 
(GTA), también pueden servir como una forma de política de desarrollo productivo, orientando la 
inversión privada hacia sectores bajos en carbono con alto potencial de crecimiento económico y 

 
1 Esta sección está basada en la presentación de Agustín Redonda, investigador senior del Consejo de Políticas 
Económicas (Council on Economic Policies (CEP)), Sofia Berg, investigadora de la misma institución, y Christian 
von Haldenwang, investigador senior y jefe de proyecto del Instituto Alemán de Desarrollo y Sostenibilidad 
(IDOS), realizada durante el webinario celebrado el 19 de noviembre de 2025. 
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cambio estructural, lo cual es particularmente relevante en los países en desarrollo (CEPAL, 2024). 
Los GTA pueden llegar a ser instrumentos de política costo-efectivos para acelerar la transición hacia 
una economía ambientalmente más sostenible. Sin embargo, persiste una brecha significativa entre 
los objetivos previstos y la evidencia disponible que demuestre sus resultados en la práctica, ya que 
las evaluaciones integrales son escasas. La definición de estos instrumentos está relacionada con 
su objetivo político declarado (o señalado implícitamente), pero no con el impacto real, para lo que 
es necesario tener claridad sobre cuáles son sus resultados esperados y sus respectivas mediciones 
(Redonda, Berg y von Haldenwang, 2025). 

 

1. Metodología para la identificación y clasificación de los GTA 

Estas disposiciones tributarias buscan promover prácticas sostenibles incentivando a individuos y 
empresas a tomar decisiones más beneficiosas para el medio ambiente. Entre los GTA se encuentran 
exenciones, deducciones, créditos, diferimientos, depreciaciones aceleradas y reducciones de tasas 
impositivas aplicadas sobre distintos tipos de impuestos. 

De acuerdo con Redonda, Berg y von Haldenwang (2025), la identificación de los GTA parte de una 
clasificación de cinco áreas de política ambiental: i) electricidad limpia y gestión del carbono; ii) 
sostenibilidad y electrificación del transporte; iii) calefacción y edificios sostenibles; iv) economía 
circular y gestión sostenible de residuos; y v) protección ambiental, biodiversidad y recursos 
naturales (véase el cuadro 1). 

Cuadro 1. Descripción de las áreas de política ambiental y ejemplos de GTA 

Área Descripción Ejemplos de GTA 
Electricidad limpia y 
gestión del carbono 

Gastos tributarios que apoyan la generación de 
electricidad baja en carbono y tecnologías de 
gestión de carbono, como energía eólica, solar, 
hidroeléctrica y captura de carbono. El objetivo es 
acelerar la descarbonización de los sistemas 
eléctricos y permitir la mitigación de emisiones a 
largo plazo en línea con los objetivos climáticos. 

• Créditos fiscales para 
generación de electricidad 
eólica, solar, hidroeléctrica y 
geotérmica.  

• Depreciación acelerada para 
infraestructura de energías 
renovables. 

• Exenciones para instalaciones 
de captura, utilización y 
almacenamiento de carbono 
(CCUS). 

Sostenibilidad del 
transporte y 
electrificación 

Gastos tributarios destinados a incentivar la 
reducción de emisiones del sector transporte, 
abarcando vehículos eléctricos (VE), transporte 
público, combustibles limpios e infraestructura 
relacionada. El objetivo es disminuir el impacto 
ambiental de los sistemas de movilidad mediante 
la transición a modos de transporte más 
sostenibles y de bajas emisiones. 

• Exención de IVA para servicios 
de transporte público. 

• Eliminación de aranceles de 
importación sobre componentes 
de VE. 

• Deducción para equipos de 
carga de VE. 

• Reembolso de impuestos en 
compra de VE. 

Calefacción y edificios 
eficientes y sostenibles 

Promueven mejoras en la eficiencia energética de 
edificios residenciales y comerciales. Incluye 
aislamiento, sistemas de calefacción eficientes y 

• Deducciones por renovaciones 
energéticamente eficientes. 
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materiales de construcción ecológicos. El 
objetivo es reducir el consumo energético de 
industrias y hogares, así como las emisiones 
asociadas con el funcionamiento de los edificios. 

• Tasas reducidas de IVA o 
exenciones de impuestos a la 
propiedad para materiales o 
técnicas de construcción verde. 

Economía circular y 
gestión sostenible de 
residuos 

Medidas que apoyan la eficiencia en el uso de 
recursos, el reciclaje, la reutilización y la 
desviación de residuos de los vertederos. El 
objetivo es reducir la generación de residuos, 
fomentar modelos de producción circular y 
promover patrones más sostenibles de consumo 
y eliminación de materiales. 

• Exenciones de IVA o créditos 
fiscales para reciclaje y 
remanufactura. 

• Incentivos para compostaje, 
conversión de residuos en 
energía y desvío de residuos de 
vertederos. 

Protección ambiental, 
biodiversidad y recursos 
naturales 

Disposiciones fiscales que respaldan la 
conservación de ecosistemas, el uso sostenible 
de la tierra, la reforestación y la prevención de la 
contaminación. El objetivo es preservar la 
biodiversidad, mejorar la resiliencia de los 
sistemas naturales y mantener los servicios que 
brindan a la sociedad y la economía. 

• Deducciones por reforestación o 
servidumbres de conservación. 

• Exenciones para ingresos 
provenientes de silvicultura 
sostenible o agricultura orgánica. 

• Apoyo a prácticas de uso de 
suelo favorables a la 
biodiversidad y de control de 
contaminación. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Redonda, Berg y von Haldenwang (2025). 

Las disposiciones pueden corresponder a un gasto tributario ambiental transicional (GTAT), según su 
alcance ambiental. Mientras que los GTA promueven directamente las prácticas sostenibles y están 
más alineados con los objetivos ambientales de largo plazo, los GTAT apoyan la reducción de 
emisiones sin necesariamente eliminarlas. Estas medidas transitorias facilitan el paso de prácticas 
ambientalmente dañinas hacia alternativas más sostenibles. 

Evaluar los GTA y GTAT es fundamental para conocer el impacto real de dichas disposiciones y su 
eficacia en el cumplimiento de los objetivos de política declarados, considerando también las 
posibles externalidades o efectos secundarios que puedan generar, especialmente cuando se trata 
de medidas transitorias que están en curso. En particular, los gastos tributarios ambientales 
transicionales no están exentos de efectos colaterales indeseados. Esto se debe a que estas 
medidas incentivan el consumo o comportamientos menos perjudiciales para el medio ambiente, 
pero siguen siendo dañinos (Greene y Braathen, 2014). Si bien un GTAT podría ser eficaz para cambiar 
el comportamiento hacia preferencias por productos menos nocivos, también existe la posibilidad de 
que aumente el uso total, y con ello, generar un daño ambiental similar o mayor que el que se buscaba 
afectar, lo que se conoce como “efecto rebote”. 

Una fuente de información disponible para dar cuenta del uso de los GTA es la Global Tax Expenditure 
Database (GTED en adelante), que permite conocer la situación en distintos países y jurisdicciones, 
ya que se sustenta de información oficial y pública sobre gastos tributarios desde 1990. En este caso, 
se analizan 111 países que efectivamente han publicado informes de gastos tributarios. Se utilizan 
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las versiones más recientes de los informes disponibles en la GTED, a fin de contar con información 
actualizada2. 

El proceso de identificación de gastos tributarios ambientales de la base del GTED reportó la 
existencia de 386 disposiciones calificadas según su alcance, es decir, si corresponden o no a 
medidas transicionales (GTAT o GTA), y según su ubicación geográfica (grupos de países), área de 
política ambiental, tipo de impuesto y tipo de gasto tributario. Este proceso se realiza a través de la 
aplicación de un logaritmo de búsqueda automatizada mediante palabras claves que revisa los 
campos textuales del listado de renuncias recaudatorias, junto a una revisión manual que aseguró la 
precisión de los casos identificados, lo que permitió en su conjunto determinar las disposiciones 
relevantes para el estudio. La categorización dentro de las cinco áreas de política ambiental se basa 
en el objetivo de política declarado y la descripción proporcionada para cada GTA identificado, según 
los informes oficiales de los países.  

En el cuadro 2 se observa la síntesis de los gastos tributarios ambientales por alcance y área de 
política ambiental, y según tipo de impuesto. Según el alcance, predominan por sobre los GTAT las 
medidas que promueven directamente prácticas sostenibles. Dentro de este grupo mayoritario, las 
medidas se concentran en dos áreas: electricidad limpia y gestión del carbono y sostenibilidad y 
electrificación del transporte. De igual forma, los GTAT se concentran en las mismas áreas de política 
ambiental. En cuanto al tipo de impuestos, la mayoría de los GTA y GTAT se aplican sobre bienes y 
servicios y sobre la renta, predominando el área de política de electricidad limpia y gestión del 
carbono. 

Cuadro 2. Gastos tributarios ambientales por alcance y área de política ambiental, según tipo 
de impuesto 

Tipo de gasto tributario ambiental y área de política 
Tipo de impuesto 

Bienes y 
servicios 

Renta Propiedad 
Mixtos 
/ otros   

Total 

Gasto tributario ambiental (GTA) 160 146 15 7 328 
Electricidad limpia y gestión del carbono 66 45 2 3 116 

Sostenibilidad y electrificación del transporte 65 41 8 2 116 

Protección ambiental, biodiversidad y recursos naturales 2 32 4 2 40 

Calefacción y edificios eficientes y sostenibles 20 18 … … 38 

Economía circular y gestión sostenible de residuos 7 10 1 … 18 
Gasto tributario ambiental transicional (GTAT) 47 7 3 1 58 

Electricidad limpia y gestión del carbono 28 4 … 1 33 
Sostenibilidad y electrificación del transporte 18 3 3 … 24 
Calefacción y edificios eficientes y sostenibles 1 … … … 1 

Total 207 153 18 8 386 
Fuente: Redonda, Berg y von Haldenwang (2025). 

 

 
2 De acuerdo con los autores, la fecha de corte de estos informes es finales de 2023, según la disponibilidad 
estadística contenida en la base de datos de la GTED, pudiendo contener casos de GTA que actualmente no 
estén vigentes, o excluir los más recientes. 
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2. Experiencias internacionales y regionales en materia de evaluación de los GTA 

La formulación de políticas de gastos tributarios sigue siendo altamente desigual entre países, con 
prácticas de reporte que divergen significativamente (Redonda, Berg y von Haldenwang, 2025). La 
experiencia comparada muestra casos de países que destacan por las medidas que han incorporado, 
así como en la evaluación de estas. 

• Irlanda ha logrado avances significativos en la evaluación de los gastos tributarios, mediante 
la publicación de un marco integral para su análisis sistemático, incorporando además un 
enfoque de presupuestación con perspectiva ambiental que integra indicadores de bienestar 
en el proceso presupuestario para medir el impacto social y ambiental de las decisiones 
públicas, junto con la estimación de su impacto fiscal. El país destaca por una sólida 
gobernanza basada en un marco estructurado que contempla evaluaciones ex ante y ex post: 
la primera orientada a justificar el gasto tributario considerando su planificación y diseño, y la 
segunda enfocada en analizar su impacto y uso a lo largo del tiempo. Asimismo, se enfatiza 
la importancia de la implementación y priorización, especialmente en relación con 
disposiciones cercanas a sus cláusulas de caducidad, incorporando también criterios de 
planificación como el enfoque proporcional, que ajusta la profundidad y frecuencia de las 
evaluaciones según el costo estimado de los tratamientos tributarios, exigiendo mayores 
niveles de análisis para aquellos de mayor impacto fiscal. 

• En Sudáfrica, el programa Southern Africa – Towards Inclusive Economic Development (SA – 
TIED), respaldado UNU – WIDER, facilita el acceso a datos tributarios anonimizados para 
investigación y diseño de políticas públicas, incluyendo el área de alimentos, energía y agua 
en un contexto de cambio climático.  A partir de este programa, algunos estudios han 
evaluado distintos instrumentos fiscales: Calitz et al. (2020) analizaron incentivos de 
depreciación acelerada -incluidos los relacionados con energías renovables- evidenciando 
un impacto relevante en la recaudación y la posibilidad de que estos incentivos mantengan 
operativas empresas no rentables; por su parte, Gallé et al. (2025) examinaron el impuesto 
al carbono, concluyendo que no afecta negativamente variables como ventas, empleo o 
ganancias, e incluso genera efectos positivos más marcados en empresas con menos 
exenciones, mientras que aquellas con mayores beneficios tributarios muestran respuestas 
más moderadas. 

• Indonesia ha posicionado a los gastos tributarios ambientales (GTA) como un pilar central de 
su política climática. Su portafolio de incentivos incluye la energía renovable (por ejemplo, 
recursos geotérmicos) para la exploración de estas actividades y también a través de 
deducciones del impuesto sobre la renta para actividades que utilizan fuentes de energía 
renovable, y la electromovilidad, empleando exenciones de IVA, y reducciones de aranceles, 
para fomentar tanto la oferta como la demanda de estas tecnologías. Sin embargo, 
evaluaciones oficiales recientes del Ministerio de Finanzas señalan que la efectividad de 
estos instrumentos ha sido limitada por factores como bajas tasas de adopción, acceso al 
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financiamiento, combinados con una infraestructura insuficiente en el sector de vehículos 
eléctricos. 

En lo que respecta a los países de América Latina, la CEPAL (2025) estimó recientemente el gasto 
tributario con incidencia positiva sobre la sostenibilidad ambiental para un grupo de sectores 
dinamizadores de la economía, como la transición energética, la electromovilidad, la bioeconomía, 
la economía circular, así como la gestión sostenible del agua, la agricultura para la seguridad 
alimentaria y el turismo sostenible3. En términos generales, se encontró que el uso de estos 
instrumentos es relativamente bajo en comparación con el gasto tributario total, con una elevada 
heterogeneidad al comparar los resultados entre los países bajo análisis, siendo los sectores de 
transición energética y de electromovilidad aquellos donde se logró identificar mayor cantidad de 
tratamientos tributarios diferenciales con orientación hacia la sostenibilidad ambiental (véase el 
cuadro 3). 

 Cuadro 3. América Latina (9 países): gasto tributario con potencial incidencia positiva sobre la 
sostenibilidad ambiental, alrededor de 2022 – 2023 (En porcentajes) 

País Respecto del Producto 
Interno Bruto (PIB) 

Respecto del 
gasto tributario 

total 

Respecto de los 
ingresos tributarios 

totales 
Argentina (2023) 0,053 2,338 0,245 
Brasil (2023) 0,039 0,900 0,191 
Colombia (2022) 0,185 2,098 1,285 
Costa Rica (2022) 0,015 0,331 0,101 
Ecuador (2022) 0,050 1,115 0,378 
México (2023) 0,029 0,617 0,198 
Nicaragua (2022) 0,021 0,425 0,107 
República Dominicana 
(2023) 

0,030 0,672 0,214 

Uruguay (2023) 0,088 1,278 0,474 
Fuente: CEPAL (2025), Panorama Fiscal para América Latina y el Caribe 2025. 

Sin embargo, los incentivos tributarios pueden tener una incidencia negativa relevante en la 
sostenibilidad ambiental. Por ejemplo, los tratamientos impositivos preferenciales a los 
combustibles fósiles —como tasas reducidas, exenciones o créditos fiscales— disminuyen su costo, 
lo que incentiva un mayor consumo y, en consecuencia, un aumento de las emisiones 
contaminantes. Estas medidas, aplicadas en diversos países para apoyar actividades como el 
transporte o la agricultura, terminan fomentando patrones de producción y consumo 
ambientalmente perjudiciales. Asimismo, otros beneficios fiscales dirigidos a sectores de alto 

 
3 La metodología utilizada en este estudio (Panorama Fiscal de América Latina y el Caribe 2025) es similar en la 
medida que se trata de una revisión exhaustiva de las disposiciones tributarias especiales que tienen alguna 
relación potencial con los objetivos de sostenibilidad ambiental, concentrándose en aquellos tratamientos que 
dan lugar a renuncias recaudatorias o gastos tributarios (de acuerdo con las estimaciones oficiales de los 
países con información estadística disponible). A tales efectos, se construyó una base de datos ad hoc, 
tomando como referencia para su validación la Base de Datos de los Gastos Tributarios de América Latina y el 
Caribe (TEDLAC), elaborada y sistematizada por el Centro Interamericano de Administraciones Tributarias 
(CIAT, 2023).   
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impacto ambiental, como la explotación de hidrocarburos o el uso de maquinaria contaminante, 
refuerzan este efecto negativo al favorecer actividades intensivas en emisiones, profundizando los 
daños ambientales y generando además un costo fiscal significativo.  

Algunos países de la región -como Costa Rica, Honduras, Nicaragua y República Dominicana-, han 
comenzado a medir y publicar el gasto tributario a través de una metodología estándar que permite 
identificar las líneas de gasto tributario con impacto ambiental. Estas se clasifican según estándares 
internacionales y en función de su incidencia en áreas estratégicas de las políticas ambientales. Esta 
identificación ha permitido, además, realizar evaluaciones de la relación costo-beneficio de los 
principales incentivos vigentes. Estos esfuerzos representan un importante avance en la generación 
de información para evaluar y alinear la política tributaria con las metas ambientales, especialmente 
con el objetivo de realizar evaluaciones periódicas de los incentivos y beneficios otorgados, aunque 
se advierte la necesidad de fortalecer la identificación y medición de los incentivos, así como la 
armonización de criterios entre países (CEPAL, 2025). 

 

3. Consideraciones sobre la gobernanza de estos instrumentos 

La gestión de los gastos tributarios puede observarse a partir de su ciclo de políticas. El Diagrama 1, 
presenta una propuesta de ciclo en la que se observan cinco etapas, donde las evaluaciones ex ante 
y ex post, así como las mediciones, son fundamentales para una orientación eficiente de los 
instrumentos hacia el cumplimiento de sus objetivos, definir su continuidad o sus procesos de 
reforma (Redonda, Berg y von Haldenwang, 2025). 

Diagrama 1. El ciclo de políticas de los gastos tributarios 

 

Fuente: Redonda, Berg y von Haldenwang (2025). 

Dentro del ciclo, el diseño y formulación de los gastos tributarios debe acompañarse de evaluaciones 
ex ante que analicen sus costos, beneficios, requerimientos administrativos y externalidades, en 
comparación con otras alternativas de política, además de contemplar mecanismos que faciliten su 
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administración, cláusulas de caducidad y la participación del Parlamento en su aprobación. Durante 
su implementación, los gobiernos deben monitorear su uso, estimar los ingresos dejados de percibir 
e impulsar una adecuada coordinación institucional y de intercambio de datos. En la presentación de 
informes y rendición de cuentas, es fundamental que el Parlamento y la ciudadanía puedan acceder 
a informes periódicos, completos y vinculados al ciclo presupuestario, que incluyan objetivos, 
beneficiarios e impactos, incluso en términos de sostenibilidad.  

Las decisiones sobre mantener, modificar o eliminar estos instrumentos deben basarse en 
evaluaciones ex post que midan su efectividad, impacto distributivo y externalidades, dentro de 
marcos institucionales claros que consideren también dimensiones ambientales y climáticas. En 
cuanto a las reformas, aunque exista consenso sobre la necesidad de racionalizar los gastos 
tributarios ineficientes, dicho proceso suele ser complejo por intereses involucrados, por lo que 
resulta clave institucionalizar procesos basados en evidencia, fortalecer el rol del Parlamento y 
promover un debate público informado acerca de su uso. 

Asimismo, algunos aspectos de la gobernanza de los GTA se relacionan con sus particularidades: el 
objetivo de modificar comportamientos (lo que es relevante al momento de evaluarlos); la interacción 
con otras políticas fiscales y reguladoras, existiendo paquetes de políticas que pueden generar 
beneficios si estas se complementan o perjuicios si se superponen; externalidades transfronterizas 
al ser un tema global; y aspectos de economía política relacionadas con el tipo de impuesto sobre el 
que se aplican y quiénes se ven afectados por estos, así como la posible regresividad de alguna 
medida, reflejando que debe existir un equilibrio en los objetivos de política, al tener que incluir 
dimensiones económicas, sociales y medioambientales. 

Los GTA también conllevan consecuencias y riesgos en materia fiscal, entre ellos una menor 
recaudación, una mayor complejidad del sistema tributario, el aumento de costos administrativos, la 
generación de distorsiones y una menor la transparencia (CEPAL, 2025). Ante estos efectos, se 
requiere de una gobernanza sólida que consolide el diálogo social y genere consensos para el 
fortalecimiento de las capacidades técnicas, operativas, políticas y prospectivas (TOPP) de las 
instituciones responsables de la gestión de los incentivos tributarios relacionados con la 
sostenibilidad ambiental. Esto permitiría asegurar un uso eficiente y transparente de estos recursos, 
mediante sistemas de información que respalden su diseño, implementación y, especialmente, la 
evaluación de los gastos tributarios, junto con la capacitación del personal y la inversión tecnológica 
para medir sus impactos económicos, sociales y ambientales. 

Asimismo, un marco institucional sólido debe garantizar la publicación de costos, beneficios y 
beneficiarios, así como la revisión periódica de los regímenes dentro del proceso presupuestario. La 
centralización de su gestión en los Ministerios de Hacienda, la adopción de buenas prácticas y el 
fortalecimiento de los mecanismos de control y rendición de cuentas contribuyen a reducir 
discrecionalidades. En este contexto, la cooperación internacional —destacando la relevancia de la 
PTLAC— permite intercambiar experiencias y avanzar en estándares comunes que refuercen la 
evaluación costo-beneficio de los gastos tributarios, lo que resulta clave para optimizar la efectividad 
de estos instrumentos de política fiscal y lograr su coherencia con los objetivos de desarrollo 
sostenible. 
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4. Conclusiones 

Como parte de una estrategia de política fiscal más general, la política de incentivos tributarios bien 
diseñada e implementada adecuadamente constituye un instrumento de gran potencial para 
fomentar la inversión privada y el crecimiento en los países de América Latina y el Caribe, 
especialmente en sectores dinamizadores vinculados con la sostenibilidad ambiental. Así, los 
tratamientos diferenciales focalizados en determinadas actividades pueden contribuir al 
fortalecimiento de las políticas de los países de la región para enfrentar el cambio climático y proteger 
el medio ambiente y los recursos naturales existentes.  

Uno de los principales desafíos al analizar los gastos tributarios relacionados con la sostenibilidad 
ambiental es la necesidad de contar con informes completos y consistentes acerca de las 
características y el costo fiscal asociado a estos instrumentos en los distintos países. Para ello, en 
primer lugar, se requiere contar con marcos de referencia claros que permitan abordar y sistematizar 
con mayor precisión y detalle ciertos aspectos tales como los objetivos buscados y las referencias 
legales en la propia normativa. 

En particular, la construcción de nuevas metodologías. como las presentadas en esta nota técnica, 
brinda a los países la posibilidad de fortalecer el proceso de identificación, clasificación y estimación 
del costo fiscal de los gastos tributarios con potencial incidencia en objetivos vinculados a la 
sostenibilidad ambiental, lo que constituye un elemento de diagnóstico fundamental previo a 
cualquier alternativa de reforma superadora. Consolidar estos procesos representa una condición 
indispensable para poder avanzar, luego, en la incorporación de mecanismos de monitoreo y 
evaluación periódica de los gastos tributarios vigentes, dentro de un marco de análisis integral para 
la gestión eficiente de estos instrumentos. 

La evidencia disponible muestra que los gastos tributarios ambientales (GTA) implican costos 
fiscales significativos y efectos heterogéneos: mientras en países como Irlanda se observan avances 
en su evaluación sistemática, en Sudáfrica algunos incentivos han tenido impactos relevantes en la 
recaudación e incluso han sostenido empresas poco rentables, y en Indonesia su efectividad ha sido 
limitada por barreras estructurales, además de existir casos donde incentivos como los vinculados a 
combustibles fósiles generan efectos ambientales negativos. En cuanto a sus beneficios y 
potencialidad, los GTA pueden contribuir a la sostenibilidad y al desarrollo —como sugieren 
experiencias en países de América Latina como Costa Rica o República Dominicana— siempre que 
estén bien diseñados, monitoreados y evaluados, aunque su uso sigue siendo reducido y desigual 
entre países y sectores específicos. 

En relación con la gobernanza de estos instrumentos, países como Costa Rica han identificado la 
importancia de estos aspectos para conocer los impactos efectivos a nivel más desagregado y la 
interrelación entre las medidas utilizadas en simultáneo, tanto aquellas con potencial incidencia 
positiva sobre el medio ambiente como también otras que son, por el contrario, muy perjudiciales en 
el mismo sentido. De allí la importancia de profundizar las metodologías de evaluación y monitoreo 
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de los GTA en aplicación considerando, entre otras características, el sector productivo donde se 
instrumentan. Asimismo, la transparencia de los gastos tributarios con enfoque medioambiental es 
otra característica relevante dentro de su gobernanza. Para ello, la difusión de los resultados de las 
evaluaciones de índole económico-ambiental, junto con la incorporación de cláusulas de caducidad 
y revisiones basadas en evidencia concreta, contribuiría a dotar de mayor legitimidad a estos 
instrumentos y a reforzar sus impactos efectivos en favor de procesos de desarrollo sostenible en los 
países de la región. 

En función de la experiencia acumulada y en resumidas líneas, las principales recomendaciones en 
esta materia serían: 

• Profundizar la identificación y medición de estos instrumentos. 
• Fortalecer el desarrollo de metodologías replicables de evaluación ex ante y ex post, según 

costo-efectividad y mediciones de impacto en el cumplimiento de objetivos de política pública. 
• Avanzar en una mejor gobernanza y gestión de los gastos tributarios relacionados con la 

sostenibilidad ambiental. 

Asimismo, una línea de acción futura en este ámbito sería extender este tipo de análisis a otras 
disposiciones que impliquen renuncias recaudatorias y cuyos objetivos se relacionan con otras áreas 
de política pública, como el desarrollo productivo, la innovación tecnológica o la promoción del 
bienestar social en áreas prioritarias como la protección social, la salud y la educación.   
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II. Estrategias para mejorar la transparencia en la 
gestión de beneficios tributarios: El caso del 
Brasil4 

 

Introducción 

Los instrumentos de evaluación de los gastos tributarios permiten aumentar la transparencia sobre 
la acción climática y concientizar sobre las políticas climáticas y ambientales, lo que, en última 
instancia, podría llevar a un cambio en las políticas y a mejores resultados ambientales, con procesos 
participativos y con diálogo social. 

Aun con importantes diferencias metodológicas entre los países, las mediciones oficiales sugieren 
un costo significativo en términos de renuncias recaudatorias en la mayoría de los casos. De acuerdo 
con las últimas cifras disponibles, el nivel de los gastos tributarios en la región promedió un 4% del 
PIB en torno a 2024 (véase el gráfico 1). La presencia de tratamientos tributarios preferenciales en la 
región es muy heterogénea, tanto a nivel total como en los tipos de medidas adoptadas respecto de 
los distintos impuestos. 

Gráfico 1. América Latina y el Caribe (18 países): Gastos tributarios por tipo de impuesto, entre 
2022 y 2024 

(En porcentajes del PIB) 

 
4 Esta sección está basada en la presentación de Rériton Weldert Gomes, Coordinador General de Registros y 
Beneficios Fiscales de la Receita Federal de Brasil, y Débora Freire Cardoso, Subsecretaria de Política Fiscal 
del Ministerio de Hacienda de Brasil, realizada durante el webinario celebrado el 17 de diciembre de 2025. 
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Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales. 
Nota: Los rótulos se refieren a las cifras correspondientes al monto total, al impuesto sobre la renta y al impuesto sobre el 
valor agregado (IVA). 
 

Algunos países de la región han incorporado medidas innovadoras para mejorar la transparencia en 
la gestión de los gastos tributarios, que van más allá de las mejoras que se realizan a los procesos de 
evaluación y la presentación de informes. Este es el caso de Brasil, en el que se destaca la 
Declaración de Incentivos, Renuncias, Beneficios e Inmunidades de Carácter Fiscal, que también se 
conoce como DIRBI.  

Por otra parte, Brasil cuenta con el Comité para el Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas 
(CMAP, por su nombre en portugués), que corresponde a un órgano interministerial responsable de 
realizar evaluaciones sistemáticas de las políticas públicas federales y que ha realizado evaluaciones 
sobre beneficios tributarios. Asimismo, recientemente se aprobó una política para la gobernanza de 
los gastos tributarios en dicho país. 

 

1. Declaración de Incentivos, Renuncias, Beneficios e Inmunidades de Carácter Fiscal (DIRBI) 

Los gastos tributarios en Brasil han alcanzado niveles entre el 4% y 5% del PIB en los últimos doce 
años, lo que representa una renuncia significativa de recursos públicos (véase el gráfico 2). A modo 
de diagnóstico, los análisis oficiales han identificado una serie de riesgos como la fragmentación 
normativa y ausencia de datos consolidados, además del crecimiento sostenido de las renuncias 
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recaudatorias sin la correspondiente evaluación y cierta falta de control y transparencia. Todas estas 
características fueron consideradas al momento de diseñar la DIRBI5. 

Gráfico 2. Brasil: Renuncias recaudatorias derivadas de gastos tributarios 
(En porcentajes del PIB) 

 

Fuente: Presentación – Coordinación General de Registros y Beneficios Fiscales de la Receita Federal do Brasil 
(COCAD/RFB). Datos 2003 a 2023 son efectivos, y se proyectan para el período 2024 – 2026. 

La DIRBI es un mecanismo de la Receita Federal do Brasil (en adelante, RFB) que exige a las 
empresas informar mensualmente los beneficios fiscales que utilizan. Su objetivo es mejorar la 
inspección y aumentar la transparencia fiscal, estableciendo que las empresas presenten 
información detallada sobre el uso de beneficios fiscales. Esta información permite conocer si los 
incentivos se utilizan según lo previsto por la política fiscal. Dicha declaración obligatoria se aplica a 
todas las personas jurídicas, exceptuando a las micro y pequeñas empresas del Simples Nacional. 
Fue creada a través de la ley Núm. 14789/2023 y está reglamentada por la Instrucción Normativa de 
la RFB Núm. 2198/2024 que entró en vigor el 1 de julio de 2024. 

La declaración debe contener información relativa a las cantidades del crédito fiscal relacionado con 
impuestos y contribuciones que hayan dejado de pagarse debido a la concesión de incentivos, 
exenciones, prestaciones e inmunidades de naturaleza fiscal que se otorgan a las personas jurídicas. 
El marco normativo ha establecido un incremento gradual de medidas a declarar, y está previsto que 

 
5 https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/perguntas-frequentes/beneficios-
fiscais/beneficios-fiscais/declaracao-de-incentivos-renuncias-beneficios-e-imunidades-de-natureza-
tributaria-dirbi 

https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/perguntas-frequentes/beneficios-fiscais/beneficios-fiscais/declaracao-de-incentivos-renuncias-beneficios-e-imunidades-de-natureza-tributaria-dirbi
https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/perguntas-frequentes/beneficios-fiscais/beneficios-fiscais/declaracao-de-incentivos-renuncias-beneficios-e-imunidades-de-natureza-tributaria-dirbi
https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/perguntas-frequentes/beneficios-fiscais/beneficios-fiscais/declaracao-de-incentivos-renuncias-beneficios-e-imunidades-de-natureza-tributaria-dirbi
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se alcancen 173 tratamientos tributarios preferenciales (incluidos en la normativa vigente) para el 
año 2026.  

El objetivo de esta herramienta es aumentar la transparencia y el control sobre estos beneficios 
fiscales, permitiendo al Ministerio de Hacienda evaluar su eficacia e impacto en la recaudación. 
Además, permitirá encontrar soluciones para reducir progresivamente o discontinuar gastos 
tributarios. 

Las empresas deben completar la declaración a través de formularios específicos disponibles en el 
Centro Virtual de Servicios al Contribuyente (e-CAC). La presentación debe realizarse antes del 
vigésimo día del segundo mes siguiente al periodo de cálculo, proporcionando un tiempo adecuado 
para la organización y precisión en la presentación de la información. Además, se establece un 
esquema de sanciones por incumplimiento, ya sea por no presentar la declaración o completarla con 
información incorrecta. Para su implementación, se optó por desarrollar una declaración digital e 
interoperable, con transparencia activa que permitiera el control social, y que pudiera integrar 
sistemas presupuestarios y fiscales. 

A modo de ejemplo, al comparar los resultados de la DIRBI con el informe de gastos tributarios anual 
que elabora la RFB (que provee información detallada de los gastos tributarios y la metodología que 
se desarrolla) y que se incluye en el Proyecto de Ley de Presupuesto Anual, la evidencia sugiere que 
el informe anual estaría subestimando el valor de los incentivos tributarios, por lo que se podrían estar 
excediendo los montos originalmente proyectados.  

El Programa de Emergencia para la Recuperación del Sector de Eventos (PERSE) ilustra el uso de los 
resultados de la DIRBI. El PERSE se estableció en el contexto de la pandemia por COVID-19, y 
corresponde a un programa temporal que se implementó para ayudar a empresas del sector eventos 
que se vieron afectadas durante este periodo, y aliviar las pérdidas de dicho sector económico 
cuando se prohibieron los eventos masivos. 

Aunque se concibió como una medida de emergencia durante la pandemia, el beneficio se ha 
mantenido. Las empresas beneficiarias del Programa están sujetas a una tasa cero en diversos 
impuestos (IRPJ, CSLL, PIS/PASEP, COFINS). Como parte de los esfuerzos del Poder Ejecutivo para 
eliminar el beneficio, la ley Núm. 14859/2024 introdujo un límite global de R$15 mil millones (US$ 
2.730 millones) para el total de exenciones fiscales otorgadas bajo el programa. Una vez alcanzado 
este umbral, se programó la suspensión del programa. 

El límite se estableció como parte de un nuevo marco regulatorio que rige el uso de incentivos 
fiscales, y los datos de DIRBI desempeñan un papel crucial en su medición (casi en tiempo real). Así, 
según los datos más recientes de la DIRBI, el PERSE ya superó los R$ 21.500 millones (US$ 3.840 
millones) en beneficios fiscales entre enero de 2024 y mayo de 2025. Lo que significa que el programa 
entraría en suspensión, evitando la expansión indebida del gasto tributario. 
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Por último, la DIRBI consolida un nuevo paradigma de gobernanza fiscal basado en datos, que 
fortalece la transparencia, la disciplina fiscal y la confianza ciudadana. En este sentido, destaca la 
existencia de un panel de datos abiertos sobre beneficios y renuncias fiscales6 a través de la 
herramienta POWER BI, en el que se pueden observar los principales resultados sobre beneficiarios 
que utilizan los incentivos fiscales, así como la ubicación geográfica de estos en el país.  

 

2. Comité para el Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (CMAP) 

El Comité para el Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (CMAP) es un órgano interministerial 
responsable de realizar evaluaciones sistemáticas sobre el funcionamiento y aspectos de mejora de 
las políticas públicas federales7, a través de un análisis basado en criterios técnicos, y de presentar 
recomendaciones al respecto. 

El CMAP ha realizado evaluaciones a beneficios tributarios, cuya selección se ha realizado a través 
de tres criteros: i) criticidad, que considera la variabilidad de la disponibilidad de recursos públicos 
en los años fiscales; ii) materialidad, que considera el volumen de recursos públicos involucrados; y 
iii) relevancia, que determina si estos beneficios han sido declarados prioridades y son parte de las 
agendas transversales que se determinan formalmente en los planes plurianuales. 

Desde el año 2019, unos 33 beneficios tributarios han sido evaluados, incluyendo el programa 
Universidad para todos (PROUNI), el régimen tributario simplificado (Simples Nacional), la deducción 
de gastos médicos del impuesto a la renta de las personas y la exención/deducción en la canasta 
básica de alimentos, entre otros. 

En los informes de CMAP se identifican debilidades relacionadas a estos beneficios, como 
deficiencias en la definición de objetivos, focalización y monitoreo; una baja transparencia y rendición 
de cuentas; y una orientación hacia los procesos por sobre los resultados efectivos.  

 

3. Cambios legales para fortalecer la gobernanza de los beneficios tributarios  

Recientemente, fue aprobada una ley que representa un avance en materia de mecanismos 
institucionales de evaluación y gobernanza de gastos tributarios, que contribuirá sustancialmente a 
la transparencia del sistema. 

La ley complementaria Núm. 224/2025, promulgada el 26 de diciembre de 2025, prevé la reducción 
y los criterios para la concesión de incentivos y beneficios de carácter fiscal, financiero o crediticio 

 
6 https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/acoes-e-programas/programas-e-
atividades/beneficios  
7 https://www.gov.br/planejamento/pt-br/assuntos/avaliacao-de-politicas-publicas/conselho-de-
monitoramento-e-avaliacao-de-politicas-publicas-cmap  

https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/acoes-e-programas/programas-e-atividades/beneficios
https://www.gov.br/receitafederal/pt-br/acesso-a-informacao/acoes-e-programas/programas-e-atividades/beneficios
https://www.gov.br/planejamento/pt-br/assuntos/avaliacao-de-politicas-publicas/conselho-de-monitoramento-e-avaliacao-de-politicas-publicas-cmap
https://www.gov.br/planejamento/pt-br/assuntos/avaliacao-de-politicas-publicas/conselho-de-monitoramento-e-avaliacao-de-politicas-publicas-cmap
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otorgados a nivel de gobierno federal, entre otras materias. En particular, establece límites y criterios 
sobre los objetivos, metas de desempeño, reglas de evaluación y procedimientos para la concesión 
y modificación de incentivos o beneficios de naturaleza tributaria, financiera o crediticia8. El objetivo 
es lograr un mayor control y racionalización de estos recursos. 

La nueva normativa establece que las propuestas legislativas que traten sobre la concesión, 
ampliación o prórroga de cualquier incentivo o beneficio de naturaleza tributaria que implique una 
renuncia de ingresos, y cuyos beneficiarios sean personas jurídicas, deberán cumplir lo siguiente: 

• Estimación cuantitativa de beneficiarios. 
• Plazo de vigencia: se establece un límite de cinco años para los beneficios, con excepciones 

justificadas para inversiones de largo plazo. 
• Transparencia y evaluación: la transparencia y la evaluación de resultados pasan a ser 

obligatorias, con metas de desempeño que deberán ser objetivas y cuantificables en 
dimensiones económicas, sociales y ambientales. 

• Condicionamiento de prórrogas: no podrá prorrogarse ningún beneficio que no haya sido 
evaluado o cuyas metas de desempeño no se hayan cumplido. 

• Evaluación especializada: las evaluaciones serán realizadas por un órgano del Poder 
Ejecutivo multidisciplinar y especializado en el monitoreo de políticas públicas, cuya 
estructura final será definida mediante reglamentación. 
 

 
4. Conclusiones 

La gestión eficiente de los beneficios tributarios se ha constituido en una tarea clave de la política 
tributaria en los países de América Latina y el Caribe, fundamentalmente por la masa de recursos 
públicos que se dejan de recaudar. Para garantizar un uso racional de los gastos tributarios es clave 
contar con información detallada acerca de los instrumentos utilizados y los beneficiarios efectivos, 
lo que permite llevar a cabo evaluaciones periódicas para cuantificar sus efectos directos e indirectos 
y mejorar su diseño e implementación. Las medidas orientadas a incrementar la transparencia, en las 
distintas etapas del ciclo de gestión de los gastos tributarios, pueden contribuir significativamente en 
ese sentido (CEPAL, 2025). 

Las experiencias acumuladas a nivel regional sugieren la existencia de un conjunto de desafíos en 
torno a la gobernanza de los gastos tributarios, identificándose principalmente la falta de un marco 
institucional que cuente con criterios continuos e integrados que permitan: i) realizar evaluaciones ex 
ante para aprobar estas medidas y que evalúen criterios fundamentales como objetivos, metas, 
gestión ministerial, indicadores y análisis costo efectivo; ii) monitorear medidas en aplicación y 
consolidar las evaluaciones ex post de los instrumentos vigentes; iii) establecer criterios mínimos de 

 
8 https://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/Lcp224.htm  

https://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/Lcp224.htm
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validación y renovación con períodos de tiempo limitado que fomenten la efectividad de estos 
instrumentos; y iv) aplicar medidas para suspender, reformar o bien eliminar aquellos gastos 
tributarios con evaluación negativa cuyos beneficios no alcancen a compensar los costos asociados. 

Durante los últimos años, Brasil ha venido realizando esfuerzos muy significativos en la gestión de 
sus gastos tributarios. A la luz de la gran magnitud de las renuncias recaudatorias estimadas, el 
Ministerio de Hacienda en coordinación con la agencia tributaria (Receita Federal do Brasil) han 
impulsado una serie de estrategias destinadas a fortalecer la transparencia y generar evidencias que 
viabilizan una gestión eficiente de los beneficios tributarios vigentes. La DIRBI, el CMAP y la ley 
complementaria Núm. 224/2025, que refuerzan e institucionalizan la evaluación y la revisión 
periódica de los principales gastos tributarios, son todas medidas que se orientan en ese mismo 
objetivo y representan un modelo destacado que puede servir de referencia para otros países de la 
región. 

A partir de la experiencia de Brasil es posible identificar características favorables para el 
fortalecimiento de una gestión transparente de los gastos tributarios, entre las cuales se destacan: 

• Promover la participación de organismos técnicos y/o independientes en los procesos de 
evaluación de beneficios tributarios permite fortalecer la transparencia. 

• Considerar el fortalecimiento de los marcos legales y normativos para establecer procesos de 
evaluación y revisión periódicos de renuncias recaudatorias existentes y nuevas. 

Desde la PTLAC, como un espacio de colaboración entre países integrantes y observadores, podría 
explorarse el desarrollo de líneas de investigación respecto de la gobernanza de los gastos tributarios 
a partir de la experiencia comparada sobre la situación en América Latina y el Caribe y las prácticas 
más valoradas en el resto de los países. Esto incluye la construcción de instrumentos de intercambio 
de información y monitoreo cruzado para generar más información acerca de los efectos reales de 
los incentivos implementados en cada país.  
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III. Incentivos tributarios y el impuesto mínimo 
global: Consideraciones para los países de la 
región9  

 

Introducción 

Las reformas a la tributación internacional son herramientas fundamentales para prevenir la erosión 
de la base imponible y el traslado de beneficios hacia economías con tasas impositivas más bajas, 
así como para fortalecer la capacidad de los países en desarrollo de movilizar recursos fiscales de 
manera equitativa y sostenible. Sin embargo, los esfuerzos de cooperación tributaria internacional 
iniciados en la década pasada han encontrado múltiples obstáculos, al no poder garantizar una 
distribución justa de los derechos impositivos en las jurisdicciones donde las empresas 
multinacionales generan valor y, además, no brindar espacios inclusivos en los procesos de toma de 
decisiones. 

La arquitectura tributaria internacional desempeña un papel clave en la complementariedad con los 
sistemas fiscales nacionales, en particular en lo que respecta al impuesto sobre la renta. En el caso 
de las personas físicas, avanzar hacia una mayor progresividad requiere fortalecer los mecanismos 
de intercambio de información fiscal, lo que permitiría a las administraciones tributarias identificar 
operaciones de individuos con grandes patrimonios y alta movilidad, reduciendo así las 
oportunidades de elusión y evasión fiscal. De manera similar, en el ámbito del impuesto sobre la renta 
empresarial, el combate contra el traslado de beneficios exige un marco internacional que asegure 
que las empresas multinacionales tributen en las jurisdicciones donde realmente desarrollan su 
actividad económica y generan valor. 

En cuanto a la tributación de individuos con alto patrimonio y la lucha contra el uso abusivo de centros 
financieros offshore, las amnistías fiscales implementadas en la región han evidenciado la magnitud 
de los activos no declarados. En algunos países, estos activos han representado hasta un 21% del 
Producto Interno Bruto (PIB), con un 80% de ellos ubicados en el extranjero (CEPAL, 2017). 

Otro importante desafío en la cooperación internacional sobre esta materia ha sido el intercambio de 
información tributaria entre países. En la región se encuentra la Iniciativa de América Latina, firmada 
en 2018 en el contexto del Foro Mundial sobre la Transparencia y el Intercambio de Información con 
Fines Fiscales, que se materializó a través de la Declaración de Punta del Este, para impulsar la 
transparencia fiscal en la región, promoviendo la colaboración y el intercambio de información entre 
administraciones tributarias. Actualmente 15 países10 participan en la Declaración. De acuerdo con 
el Foro Mundial, entre 2009 y 2024, los países de América Latina han logrado ingresos adicionales del 

 
9 Esta sección está basada en la presentación de Fernando Lorenzo, investigador senior del Centro de 
Investigaciones Económicas (CINVE), realizada durante el webinario celebrado el 11 de febrero de 2026. 
10 Argentina, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, 
Perú, República Dominicana y Uruguay. Bolivia es observador de la Iniciativa. 
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orden de los 28,4 miles de millones de euros identificados a través de las solicitudes de intercambio 
de información e investigaciones offshore (OCDE, 2025). 

En este contexto, el debate en torno a los regímenes de incentivos tributarios, utilizados 
frecuentemente en los países en desarrollo para atraer inversiones extranjeras, se ha visto renovado 
en virtud de las posibles interacciones de estos instrumentos con la iniciativa del impuesto mínimo 
global -elemento central del proyecto contra la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés)- y las adaptaciones normativas y administrativas que se 
requerirían en los países de América Latina y el Caribe. 

 

1. La Iniciativa BEPS 

La iniciativa BEPS fue presentada en 2013 por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y los países del G20 en respuesta a la creciente preocupación por las 
estrategias de planificación fiscal agresiva utilizadas por empresas multinacionales. Su objetivo 
principal es combatir la evasión y elusión fiscal transfronteriza, asegurando que las empresas tributen 
en las jurisdicciones donde realizan actividades económicas sustanciales y generan valor. Para ello, 
el plan de acción original comprendía 15 medidas orientadas a abordar problemáticas como el uso 
abusivo de precios de transferencia, la explotación de tratados fiscales y la manipulación de 
estructuras híbridas.  

Con el fin de ampliar la participación internacional y reforzar la cooperación tributaria, en 2016 se 
estableció el Marco Inclusivo sobre BEPS, permitiendo que más de 140 jurisdicciones trabajaran 
conjuntamente en la implementación de medidas y la adaptación de estándares fiscales 
internacionales. Este marco ha sido clave en la armonización de políticas tributarias, el 
fortalecimiento de la transparencia y la adopción de mecanismos de reporte automático de 
información, además de abordar los desafíos fiscales derivados de la digitalización de la economía.  

Uno de los avances más relevantes bajo el Marco Inclusivo fue el desarrollo de una solución de dos 
pilares para modernizar la tributación internacional y adaptarla a la economía digital y globalizada. El 
Primer Pilar busca reasignar los derechos impositivos sobre los beneficios de las grandes empresas 
multinacionales, garantizando que tributen en las jurisdicciones donde operan y generan ingresos, 
más allá de su presencia física.  

El Segundo Pilar tiene como objetivo garantizar que las empresas multinacionales paguen un nivel 
mínimo de impuestos, sin importar dónde operen o declaren sus beneficios. Para ello, introduce un 
impuesto mínimo global del 15%, aplicable a los grupos multinacionales con ingresos consolidados 
anuales iguales o superiores a 750 millones de euros. Este enfoque busca reducir los incentivos para 
trasladar beneficios a jurisdicciones de baja tributación, estableciendo un umbral mínimo en la 
competencia fiscal internacional. Para su implementación, el pilar contempla dos medidas clave: las 
Reglas Globales Anti-Erosión de la Base Imponible (GloBE) y el Restablecimiento de los Derechos 
Fiscales de la Fuente (STR). 
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Las Reglas GloBE, una vez incorporadas en la legislación nacional, están diseñadas para operar de 
manera coordinada con las normativas de otras jurisdicciones, creando así un sistema integral de 
tributación mínima. Su objetivo es garantizar que los grandes grupos multinacionales paguen un nivel 
mínimo de impuestos sobre sus utilidades en cada jurisdicción donde operen.  

El impuesto mínimo global, que es parte del Segundo Pilar del proyecto BEPS de la OCDE/G20, utiliza 
tres mecanismos o disposiciones principales para garantizar que las empresas multinacionales 
paguen una tasa impositiva efectiva (ETR por sus siglas en inglés) de al menos el 15% en cada 
jurisdicción donde operan. Estos mecanismos funcionan de forma coordinada según un orden de 
prelación establecido: 

• El QDMTT (por sus siglas en inglés, Qualified Domestic Minimum Top-up Tax) es el 
mecanismo que otorga el derecho primario de imposición a la jurisdicción donde se originan 
las rentas con baja tributación. Permite que la propia jurisdicción local recaude el impuesto 
adicional necesario para elevar la ETR de los beneficios excedentes de una multinacional 
hasta el 15%. El QDMTT garantiza que cada país pueda gravar sus rentas empresariales si su 
legislación respeta los acuerdos fiscales internacionales. 

• El segundo mecanismo, denominado IIR (Income Inclusion Rule), actúa como un derecho 
impositivo secundario que se asigna generalmente a la jurisdicción de la entidad matriz. Si el 
país de la empresa con baja imposición no tiene QDMTT, el país de su casa matriz puede 
recaudar el impuesto complementario mediante la regla IIR. 

• El tercer mecanismo es la Regla de Beneficios Sub-gravados (UTPR, por sus siglas en inglés). 
Esta regla es descrita como el mecanismo de “último recurso” o residual del sistema y se 
aplica únicamente cuando el impuesto complementario no ha sido recaudado ni por un 
QDMTT local ni por una IIR en una etapa previa. 

Recientemente la OCDE publicó un paquete de medidas Side-by-Side package (OCDE, 2026), que 
tiene por objetivo realizar simplificaciones sobre algunos elementos del Marco Inclusivo de BEPS, 
con el fin de aligerar la carga administrativa de este esquema. Estas adaptaciones, que incluyen una 
salvaguarda -bajo ciertas condiciones- para los incentivos tributarios basados en sustancia 
económica real (empleo, innovación, infraestructura, etc.), han estado dirigidas tanto a las 
administraciones tributarias como a las empresas registradas como contribuyentes en los países en 
los que se ha adoptado la implementación del impuesto mínimo global.  

 

2. El debate regional acerca de los incentivos tributarios para atraer inversiones 

El análisis de los incentivos tributarios a través del impuesto sobre la renta requiere un marco 
conceptual que contemple los múltiples factores que inciden en las decisiones de inversión de las 
empresas multinacionales, dado que estas se fundamentan en criterios que trascienden la estructura 
fiscal de los países receptores. 
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En este sentido, el informe de Jiménez et al. (2025) propone un marco analítico orientado a la revisión 
y reformulación de los incentivos tributarios para inversiones en el contexto del impuesto mínimo 
global. Los autores identifican tres grandes determinantes de la inversión: i) condiciones económicas 
generales; ii) condiciones político-institucionales; y iii) instrumentos para la atracción y promoción de 
inversiones. 

Los instrumentos destinados a atraer y promover inversiones, entendidos como políticas específicas 
que inciden directamente en las decisiones de los agentes privados, se clasifican en dos ámbitos 
principales: i) régimen general de inversiones, que incluye reglas y regulaciones específicas; y ii) 
apoyo público para inversiones, donde se integran incentivos tributarios, fiscales, paquetes 
promocionales y actividades de apoyo a inversionistas. 

Adicionalmente, para analizar la influencia de los incentivos tributarios en la atracción de inversiones, 
se consideran tres conceptos clave: seguridad, rentabilidad y factibilidad. La seguridad está asociada 
al ambiente jurídico, político e institucional necesario para el desarrollo óptimo del proyecto; la 
rentabilidad corresponde a los efectos directos o indirectos de políticas públicas sobre precios de 
bienes y servicios vinculados a la inversión, así como a los incentivos tributarios; y la factibilidad está 
relacionada con la disponibilidad de recursos productivos, acceso al capital, infraestructura y 
servicios, entre otros factores económicos generales (véase Cuadro 1). 

Este esquema permite identificar situaciones en las que un incentivo tributario puede resultar eficaz, 
considerando la interacción con diversas variables relevantes para los inversores. Los incentivos 
tributarios por sí solos no constituyen un factor determinante para que una empresa decida invertir 
en un país, ya que se prioriza la existencia de condiciones adecuadas de seguridad y factibilidad, entre 
otros factores. 

Como señalan Jiménez et al. (2025), el margen de efectividad de los incentivos tributarios es 
relativamente limitado, y existe una probabilidad significativa de enfrentar situaciones en las que 
estos no se utilicen o impliquen un desperdicio de recursos (redundancia), incluso bajo regímenes 
diseñados para minimizar tales casos. 

La evidencia muestra que las exenciones fiscales temporales no siempre mejoran los resultados de 
las políticas industriales en países de ingresos bajos y medios. Aunque los créditos tributarios pueden 
superar algunas desventajas, no son necesariamente mejores para fomentar inversiones o generar 
beneficios indirectos. Al rediseñar incentivos a la inversión, es esencial considerar no solo el tipo de 
incentivo, sino también las reglas que rigen el acceso a ellos. 
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Cuadro 1. Ubicación de los incentivos tributarios entre los instrumentos de promoción y los 
determinantes de las decisiones de inversión 

 

 

Fuente: Jiménez et al. (2025), Evaluating Corporate Tax Incentives in Developing Countries in Light of the Global Minimum 
Tax. Final Report. 

En este sentido, los autores señalan que el impacto de los incentivos a la inversión puede variar 
significativamente según su interacción con diversos factores y características de la inversión, la 
empresa, la industria, el país receptor y el país de residencia: 

• Las motivaciones y objetivos de la inversión, por ejemplo, si busca acceder a mercados, 
recursos, eficiencia o activos estratégicos. 

• Las características de la inversión, por ejemplo, si involucra activos tangibles o intangibles, 
si es un proyecto de nueva planta (Green Field), la expansión o adquisición de una empresa 
existente, si es una inversión a corto o largo plazo (duración de los activos de capital), y su 
composición en términos de propiedad, plantas e infraestructura, entre otros. 

• Las características de la empresa en cuanto a su tamaño, si produce bienes o servicios, y la 
estructura de mercado y modelos de negocio predominantes en la industria. 

• La financiación de la inversión ya sea mediante deuda, instrumentos de capital y/o utilidades 
retenidas. 

• El régimen tributario —crédito o exención— en el país de residencia del inversionista. 
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3. Interacción del impuesto mínimo (Pilar Dos) y los regímenes de incentivos tributarios 

Más allá del potencial efecto de los incentivos tributarios sobre la inversión, la implementación de los 
dos pilares del marco BEPS introduce un desafío adicional para los países que los utilizan como 
herramienta de política fiscal. En particular, el impuesto complementario GloBE puede neutralizar 
ciertos beneficios cuando la ETR de una empresa cae por debajo del umbral mínimo del 15%, 
reduciendo aún más la efectividad de los incentivos otorgados. Esta situación podría derivar en una 
doble pérdida para las jurisdicciones que aplican este tipo de tratamientos preferenciales: por un 
lado, renunciarían a ingresos tributarios como consecuencia de las exenciones concedidas y, por 
otro, dichos ingresos terminarían siendo recapturados por otras jurisdicciones que sí hayan adoptado 
el impuesto complementario. 

Un sector especialmente afectado en América Latina es el de las industrias extractivas, en donde las 
empresas suelen recibir un conjunto de incentivos fiscales muy onerosos para compensar los altos 
costos hundidos de la propia inversión inicial, la lenta recuperación del capital y los riesgos asociados 
a la volatilidad de precios y cambios regulatorios. Como medida de mitigación, el plan BEPS incluye 
la Exclusión Basada en Sustancia (SBIE), que reduce la base gravable del impuesto complementario 
según los gastos en remuneraciones y activos tangibles. Esto beneficia principalmente a sectores 
intensivos en mano de obra o capital físico, como la manufactura, aunque no elimina completamente 
la neutralización de los incentivos. 

Un aspecto para destacar es que el impacto del Pilar Dos sobre los incentivos tributarios varía según 
el tipo de tratamiento preferencial otorgado. En este sentido, los incentivos basados en beneficios 
son más vulnerables a la implementación del GloBE, mientras que los incentivos basados en costos 
pueden seguir siendo efectivos si cuentan con un diseño adecuado (IISD, 2023). 

Entre los incentivos basados en beneficios, las vacaciones fiscales y las zonas francas son los más 
vulnerables, ya que reducen significativamente la ETR y muy probablemente activarían el impuesto 
complementario11. Las tasas reducidas, créditos fiscales, exenciones y deducciones tienen un 
impacto intermedio: en muchos casos también reducen la ETR, aunque no siempre generan un 
impuesto adicional. Por ejemplo, los créditos fiscales otorgados en un plazo menor a cuatro años se 
suman a los impuestos cubiertos y no reducen la ETR, mientras que los otorgados en plazos mayores 
sí la afectan (OECD, 2024). 

Los incentivos basados en costos, como la depreciación acelerada, las primas a la inversión o los 
períodos ampliados para el uso de pérdidas fiscales, tendrían un impacto limitado, ya que 
generalmente no reducen la ETR en el momento en que se otorgan, sino que generan diferencias 
temporales que el GloBE reconoce mediante créditos por impuestos futuros. Finalmente, incentivos 
como reducciones al impuesto sobre la renta de personas físicas, exenciones de impuesto predial o 

 
11 No obstante, debe aclararse que el efecto real de los incentivos fiscales depende también de otros aspectos 
de su diseño (alcance, destinatarios, limitaciones, etc.) y de otros factores, como los tipos de contribuyentes 
que los utilizan o el sistema tributario general de la jurisdicción. 
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descuentos en impuestos indirectos no se verían afectados, al no formar parte de los impuestos 
cubiertos por el Pilar Dos. 

En cuanto a los créditos fiscales, la distinción entre reembolsables y no reembolsables es clave. Los 
reembolsables se consideran ingresos bajo el GloBE y afectan el denominador del cálculo de la ETR, 
por lo que su impacto es menor. Los no reembolsables, en cambio, reducen directamente los 
impuestos cubiertos (el numerador), disminuyendo más significativamente la ETR y aumentando la 
probabilidad de activar el impuesto complementario. Por ello, se espera que los países tiendan a 
preferir los créditos reembolsables calificados como mecanismo para mantener incentivos sin 
vulnerar las normas del Pilar Dos. 

Por último, también es necesario considerar la cuestión de la soberanía fiscal de los países. Este 
argumento suele emplearse para favorecer la llegada de inversiones mediante incentivos que 
reducen la carga tributaria comparada con otros países, principalmente por exoneraciones o 
beneficios impositivos. Quienes rechazan los acuerdos internacionales sobre una tributación mínima 
para grandes empresas multinacionales suelen apoyarse en la defensa del derecho soberano a 
decidir sobre la imposición de gravámenes. 

Sin embargo, lejos de resultar incompatibles, el impuesto mínimo global representa un punto de 
convergencia entre diversas posturas acerca de los sistemas tributarios, especialmente respecto al 
nivel de impuestos y la estructura de incentivos y exenciones. Precisamente, los ajustes introducidos 
recientemente a través del enfoque “Side-by-Side” apuntan en ese sentido, buscando asegurar la 
compatibilidad entre el Pilar Dos y los sistemas tributarios nacionales -lo que incluye sus regímenes 
preferenciales- y favoreciendo, al mismo tiempo, que los países comiencen a priorizar los aspectos 
de sustancia económica, como el empleo o la innovación tecnológica, al momento de diseñar o 
reformar sus esquemas de incentivos tributarios. Esto refuerza la necesidad de fortalecer la aún 
escasa evidencia en materia de evaluación de los incentivos tributarios, particularmente en lo que 
respecta a si estos instrumentos cumplen sus objetivos, al impacto real de estas medidas, a las 
renuncias recaudatorias asociadas y a las posibles externalidades negativas que generan. 

 

4. Conclusiones 

Los incentivos fiscales pueden erosionar la base del impuesto de sociedades y reducir los ingresos 
tributarios, ya que a menudo se aplican fuera del proceso presupuestario anual. Además, estas 
medidas pueden entrar en conflicto con otros objetivos de desarrollo, como el impacto en el mercado 
laboral, la distribución de la renta y la adaptación al cambio climático. 

Existe un debate sobre la efectividad de dichas estrategias, que abarca tanto aspectos fiscales y 
tributarios como su eficiencia para promover nuevas actividades productivas. Por ello, resulta 
esencial utilizar metodologías que evalúen los incentivos tributarios creados y su impacto una vez 
implementados, considerando factores más allá del diseño puro de los mecanismos, incluyendo 
elementos que influyen en las decisiones de inversión de empresas multinacionales, como las 
condiciones político-institucionales y económicas de los países receptores. 
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Respecto a los incentivos tributarios en el contexto del impuesto mínimo global, aunque hay 
consenso acerca de qué instrumentos son más eficaces para atraer capital extranjero y fomentar la 
inversión, es importante analizar las particularidades de cada país y valorar estas medidas según su 
contexto específico. La adaptación de los sistemas tributarios nacionales a las reglas GloBE no 
necesariamente implica modificar los sistemas de incentivos existentes en todos los casos. Sin 
embargo, este proceso brinda una oportunidad para avanzar con reformas que fortalezcan sus 
regímenes preferenciales de incentivos a la inversión, salvaguardando la soberanía fiscal de los 
países y dando prioridad a los instrumentos basados en sustancia con sólidos mecanismos de 
evaluación. 

En particular, los países de América Latina y el Caribe, cuyo déficit en materia de inversión tanto 
pública como privada es evidente, necesitarían evaluar los distintos tipos de incentivos fiscales 
utilizados en lo que respecta tanto a su diseño específico como a su administración y supervisión. En 
ese sentido, será necesario considerar la cantidad y el tipo de empresas multinacionales sujetas al 
Pilar Dos del Marco Inclusivo BEPS, junto con las características propias de cada país al tomar 
decisiones. Analizar las estructuras económicas locales ayuda a definir opciones para crear un 
sistema tributario efectivo y eficiente, establecer condiciones de acceso adecuadas y ofrecer 
incentivos reales orientados a impulsar y captar inversiones que luego se traduzcan en resultados 
verificables. 

Por último, esto también debería ser analizado en sintonía con las discusiones que se han venido 
desarrollando en relación con la Convención Marco de la ONU sobre Cooperación Tributaria 
Internacional, donde se ha subrayado el rol de los incentivos fiscales y los regímenes preferenciales 
como parte de la competencia fiscal agresiva a nivel internacional. Si bien se reconoce su uso legítimo 
para atraer inversión, se ha enfatizado la necesidad de evitar prácticas dañinas sin sustancia 
económica, en línea, pero, a veces, en tensión con estándares impulsados por la OCDE y su proyecto 
BEPS. La prioridad ha de ser la de promover mayor transparencia, coordinación y criterios de 
sustancia que, sin dejar de avanzar en el establecimiento de un piso mínimo de tributación efectiva 
para las empresas multinacionales, aseguren un equilibrio entre soberanía fiscal y equidad global. 

En síntesis, el camino a recorrer por los países de la región en relación con esta temática requiere 
apuntalar los esfuerzos realizados hasta el momento en materia de coordinación y cooperación 
tributaria entre países. Específicamente, esto implica avanzar en las siguientes direcciones: 

• Reconfigurar incentivos hacia esquemas “basados en sustancia”, priorizando los 
instrumentos vinculados a inversión real (activos, empleo, I+D) en lugar de beneficios 
puramente fiscales, lo que significaría un gran cambio de paradigma para los países de la 
región, aseguraría la compatibilidad con el impuesto mínimo global (Pilar 2) y desalentaría 
prácticas del tipo “race-to-the-bottom”. 

• Considerar la adaptación de la normativa nacional y la posible implementación de impuestos 
mínimos complementarios nacionales (QDMTT), lo que permitiría a los países capturar la 
recaudación antes de que otras jurisdicciones lo hagan, protegiendo la base imponible local 
ante la tasa mínima global del 15%. 
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• Evaluar y racionalizar los regímenes de incentivos existentes, revisando aquellos incentivos 
que reduzcan la tasa efectiva por debajo del 15%, ya que pierden efectividad bajo el Pilar 2; 
en su lugar, redirigirlos hacia subsidios directos o gasto público más transparente. 

En el marco de la PTLAC y el espacio clave que provee para el intercambio de experiencias regionales, 
una posible línea de acción futura consistiría en profundizar los mecanismos de coordinación regional 
para la implementación del Pilar 2, mediante la creación de estándares comunes sobre incentivos 
fiscales compatibles, intercambio de información y diseño armonizado de impuestos mínimos 
domésticos (QDMTT). Esto permitiría, además, fortalecer la capacidad de negociación frente a 
multinacionales y reducir asimetrías en la captación de ingresos tributarios derivados del impuesto 
mínimo global impulsado por el Marco Inclusivo sobre BEPS (OCDE/G20). En la práctica, esta línea 
podría traducirse en mesas técnicas regionales, guías compartidas y mecanismos de asistencia entre 
administraciones tributarias para acelerar una adopción coherente y eficiente. 
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